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SIGCMA 
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE EJECUCIÓN 

DE SENTENCIAS DE CALI 
 

SENTENCIA DE TUTELA No. 133 
 

Santiago de Cali, 22 de junio de 2023 
 
REFERENCIA:      ACCIÓN DE TUTELA  
ACCIONANTE:              SANDRA DEL ROSARIO IRURITA BARONA 
ACCIONADO:                UBER COLOMBIA S.A.S. 
RADICACIÓN:                009-2023-00129-00  
 

I.- OBJETO DE PRONUNCIAMIENTO 
 
Proveer acerca de la acción de tutela instaurada por la señora SANDRA DEL ROSARIO 
IRURITA BARONA en contra de UBER COLOMBIA S.A.S. por la presunta vulneración del 
derecho fundamental de petición. 
 

II.- ANTECEDENTES 
 
Manifiesta la accionante que: 
 

“1.- Presenté derecho de petición ante UBER en el correo electrónico 
autorizado para ello que es: ubercolombia2022@gmail.com. 

 
2.- Ya han pasado más de 15 días hábiles desde la presentación del derecho 
de petición, pero UBER no ha respondido aún mi derecho de petición, 
vulnerándome de esta manera mi derecho fundamental de petición. 
 
3.- Deseo que la presente acción de tutela sea conocida y fallada por un Juez 
de la ciudad de Cali, Valle”. 
 

Por lo que finalmente solicita: 
 

“1. Que se me tutele mi derecho fundamental de petición el cual ha sido 
vulnerado por UBER  
 
2. Que se le ordene a UBER que en un término prudencial responda de fondo 
mi derecho de petición.2023”. 
 

III.- TRÁMITE PROCESAL 
 
El Juzgado profirió auto interlocutorio No. 1891 del 6 de junio de 2023 en el cual admitió la 
Acción de Tutela. De igual forma se le concedió a la parte accionada un término de dos (02) 
días para su contestación.  
 
Contestación de la parte accionada: 
 
UBER COLOMBIA S.A.S. 
 
A pesar de haber sido notificado, guardó silencio en el término concedido. 
 

IV.- CONSIDERACIONES 
 
1.- Este despacho es competente para asumir y definir el trámite constitucional iniciado por 
la accionante. 
 



2.- El problema jurídico que se somete a consideración del despacho estriba en determinar 
si existe o no vulneración del derecho fundamental de la parte accionante, a cargo de la 
parte accionada. 
 
3.- La acción de tutela ha sido concebida, como un procedimiento preferente y sumario para 
la protección efectiva e inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, cuando 
quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier 
autoridad pública o de un particular en los casos que determine la ley.  
 
Así las cosas, la efectividad de la acción, reside en la posibilidad de que el juez si observa 
que en realidad existe la vulneración o la amenaza de derechos fundamentales de quien 
solicita protección, imparta una orden encaminada a la defensa actual de la garantía 
constitucional afectada. 
 
 

V.- MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
 
Como mecanismo de carácter constitucional, la acción de tutela está encaminada a la 
protección de los derechos fundamentales de la persona. No obstante, esta protección se 
hace extensiva a derechos económicos, sociales y culturales, o colectivos, cuando estos 
están en íntima conexión con derechos catalogados como fundamentales, de tal forma que 
su no amparo causaría la vulneración de aquellos. 
 
 
- El derecho fundamental de petición 
 
 
En relación con el sentido y alcance del derecho de petición, la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional ha trazado algunas reglas básicas acerca de la procedencia y efectividad de 
esa garantía fundamental: 
 
El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa, garantizando a su vez otros derechos 
constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad 
de expresión; el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 
oportuna de la cuestión;  la petición debe ser resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, 
precisa y congruente con lo solicitado; la respuesta debe producirse dentro de un plazo 
razonable, el cual debe ser lo más corto posible; la respuesta no implica aceptación de lo 
solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita; este derecho, por regla 
general, se aplica a entidades estatales, y en algunos casos a los particulares; el silencio 
administrativo negativo, entendido como un mecanismo para agotar la vía gubernativa y 
acceder a la vía judicial, no satisface el derecho fundamental de petición pues su objeto es 
distinto. Por el contrario, el silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se 
ha violado el derecho de petición; el derecho de petición también es aplicable en la vía 
gubernativa; la falta de competencia de la entidad ante quien se plantea, no la exonera del 
deber de responder y ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar 
su respuesta al interesado.1 
 
Como lo ha manifestado la Corte Constitucional, el derecho de petición es un derecho 
fundamental, cuya efectividad resulta indispensable para el logro de los fines esenciales del 
Estado, el servicio a la comunidad, la promoción de la prosperidad general, la garantía de 
los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución y la participación de 
todos en las decisiones que los afectan, así como para asegurar que las autoridades 
cumplan las funciones para las cuales han sido instituidas2. 

 
1 Sentencia T-511 de 2010 
Sentencia T-200/13 - El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del/de la 
juez/a de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío. Lo 
anterior se presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado. Por un lado, la carencia 
actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento 
del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo -verbi gratia se ordena la práctica de la 
cirugía cuya realización se negaba o se reintegra a la persona despedida sin justa causa-, razón por la cual cualquier orden 



 
En tal virtud se considera que la omisión, rechazo o retardo ocurridos tanto al momento de 
la recepción de la solicitud, como en el trámite de respuesta a las peticiones respetuosas 
elevadas ante las autoridades públicas, vulneran el derecho de petición consagrado en la 
Constitución Política. 
 
Derecho de petición respecto al alcance de los requisitos de subordinación e 
indefensión como condiciones de procedencia de la acción de tutela contra 
particulares: 
 
Al respecto la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente: 
 
“El punto de partida que debe ser analizado con el objetivo de adelantar el estudio de los 
fundamentos constitucionales a partir de los cuales habrá de solucionarse la petición de 
amparo presentada por los Ciudadanos se encuentra en el artículo 86 superior. Como ha 
sido señalado en copiosa jurisprudencia de esta Corporación3, la disposición constitucional 
señalada consagra la acción de tutela como un mecanismo judicial preferente y sumario 
que tiene por objeto brindar protección a los derechos fundamentales, de acuerdo a los 
parámetros que han sido profusamente desarrollados por la Corte Constitucional. Sobre el 
particular, interesa destacar ahora la determinación del elemento pasivo de la acción, esto 
es, llamar la atención sobre la indicación de los destinatarios a quienes se puede dirigir 
dicho reclamo por la supuesta infracción de garantías iusfundamentales. De acuerdo al 
inciso 1° de la disposición en comento, la acción pretende “la protección inmediata de [los] 
derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”. Aunado a lo anterior, 
el inciso final del artículo 86 constitucional establece la posibilidad de interponer acción de 
tutela en contra de particulares, a condición de satisfacer alguna de las condiciones 
siguientes: (i) Que el destinatario de la acción esté encargado de la prestación de un servicio 
público; (ii) Que afecte gravemente el interés colectivo; (iii) Que el solicitante se encuentre 
en estado de subordinación o indefensión frente al particular. 
 
A propósito de las dos circunstancias descritas en el numeral anterior, esta Corporación ha 
señalado que existe una clara distinción conceptual que separa cada una de estas 
categorías4. En tal sentido, ha precisado que la subordinación se presenta como 
consecuencia de una relación jurídica de dependencia en virtud de la cual, la persona que 
solicita el amparo de sus derechos fundamentales se encuentra sometido a la voluntad del 
particular. Dicho vínculo proviene de una determinada sujeción de orden jurídico, tal como 
ocurre en las relaciones entre padres e hijos, estudiantes y de los planteles educativos, 
entre otras.”5 
 
Con los anteriores fundamentos legales y jurisprudenciales estudiados entra el Despacho 
a resolver el caso en concreto. 

 
VI.- CASO CONCRETO 

 
De acuerdo a lo que expone el accionante, lo que él solicita es la protección de su derecho 
fundamental de PETICIÓN, por lo que este Juzgado entra analizar el caso concreto en 
relación con dicho derecho, que evidentemente tiene el carácter de fundamental y se 
encuentra consagrado en el artículo 23 de nuestra Constitución Política. 
 
La violación de este Derecho, el accionante la hace consistir concretamente, en que la parte 
accionada no le ha dado respuesta hasta el momento, al derecho de petición elevado el día 
24 de mayo de 2023. 
 

 
judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de 
tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. 
3 Sentencias T-358 de 2007, T-950 de 2006, T-942 de 2006, T-391 de 2007, T-659 de 2007, T-1129 de 2005, T-1745 de 
2000, T-435 de 2005, T-1036 de 2001, entre otras 
4 Sentencias T-578 de 2007, T-570 de 2007, T-536 A de 2007, T-377 de 2007, T-116 de 2007, T-020 de 2007, T-012 de 
2007, T-1040 de 2006, T-854 de 2006, entre otras 
5  Sentencia T-251 de 2008 



Como pruebas que interesan a este Juzgado para determinar si hubo o no vulneración del 
mencionado derecho, tenemos la copia del documento con el que según la demandante de 
tutela hizo la solicitud, con la constancia de envío por correo electrónico a la entidad 
accionada el día 24 de mayo de 2023.  
  
Es de señalar en este punto que la parte accionada no dio contestación alguna frente a los 
hechos expuestos por la accionante, por lo que se tomaran estos por ciertos. 
 
Miremos pues, lisa y llanamente, si hubo o no violación al derecho fundamental de petición 
de la accionante, teniendo en cuenta las pruebas obrantes en el expediente. 
 
Antes de entrar al análisis fáctico y probatorio es pertinente referirnos a las Generalidades 
sobre el derecho de PETICIÒN.  
 
El derecho de petición, consagrado en el art. 23 de la Constitución Política y ahora elevado 
a Ley estatutaria mediante la Ley 1755 del 30 de junio de 2015, se considera básicamente 
como la facultad que tienen los ciudadanos de formular solicitudes o de pedir copias de 
documentos no sujetos a reserva, a las autoridades correspondientes y a las 
organizaciones e instituciones privadas y obtener de éstas una pronta y completa respuesta 
sobre el particular.  
 
Dicha Ley potencializa la protección de este derecho fundamental, determinando entre otras 
cosas que ninguna entidad privada- sea organización o institución- podrá negarse a la 
recepción y radicación de solicitudes y peticiones respetuosas, so pena de incurrir en 
sanciones y multas por parte de las autoridades competentes. 
 
En relación con el contenido y alcance de dicho derecho la Corte ha explicado que es un 
derecho fundamental y que su contenido esencial comprende varios elementos, a saber: la 
posibilidad de acudir ante la administración y organizaciones privadas para elevar 
solicitudes y recibir respuesta que debe ser oportuna, de fondo y comunicada al 
peticionario. En sentencia C-510 de 2004, la Corte expresó, con reiteración de su propia 
jurisprudencia:  “..Es un derecho fundamental determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. En este sentido ha precisado que mediante él 
se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la 
participación política y a la libertad de expresión; su contenido esencial comprende los 
siguientes elementos: a.-) la posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos respetuosos, 
solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de 
tramitarlas; b.-) La respuesta oportuna, es decir, dentro de los términos establecidos en el 
ordenamiento jurídico; c.-) la respuesta de fondo o contestación material, lo que supone 
que la autoridad entre en la materia propia de la solicitud, sobre la base de su competencia, 
refiriéndose de manera completa a todos los asuntos planteados, excluyendo fórmulas 
evasivas o elusivas; y d.-) la pronta comunicación de lo decidido al peticionario con 
independencia de que su sentido sea positivo o negativo”. 
 
Así mismo se ha indicado por la Corte que la respuesta a un derecho de petición, ES 
SUFICIENTE, cuando resuelve materialmente la petición y satisface los requerimientos del 
solicitante, sin perjuicio de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; 
ES EFECTIVA, si soluciona el caso que se plantea; y ES CONGRUENTE, si existe 
coherencia entre lo respondido y lo pedido, de tal manera que la solución a lo pedido verse 
sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la 
petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se 
encuentre relacionada con la petición propuesta. 
 
Por consiguiente, se perfecciona este derecho cuando la persona obtiene por parte de la 
entidad demandada una respuesta de fondo, clara, oportuna y en un tiempo razonable a su 
petición. 
 
En relación con este último aspecto, es decir con la oportunidad de la respuesta, esto es 
con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla 
general se acude al artículo 6 del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días 
para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y 
ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá 



explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este 
efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá 
tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. 
 
Es de indicar en este punto que la H. Corte Constitucional en lo atiente al derecho de petición 
elevado ante particulares, y la procedencia de la acción de tutela, ha sido enfática en 
establecer que deben concurrir alguna de las siguientes circunstancias  especiales, como 
son (i) Que el destinatario de la acción esté encargado de la prestación de un servicio 
público; (ii) Que afecte gravemente el interés colectivo; (iii) Que el solicitante se encuentre 
en estado de subordinación o indefensión frente al particular. 
 
Así las cosas el Despacho advierte que el presente caso se encuadra claramente en el que 
establece: “Que el destinatario de la acción esté encargado de la prestación de un servicio 
público”, esto en razón a que quien elevó el derecho de petición adujo haber contratado un 
servicio de transporte en la plataforma de UBER, y en dicho servicio manifiesta que le 
robaron el celular y realizaron varias llamadas pidiendo dinero a su nombre, teniendo 
entonces que la situación de la accionante encuadra perfectamente en: “(i) Que el 
destinatario de la acción esté encargado de la prestación de un servicio público” 
circunstancia esta establecida por la jurisprudencia, pues, es la entidad accionada como 
prestadora del servicio de transporte la única que puede resolver las solicitud planteada. 
 
Al respecto el Alto Tribunal Constitucional ha señalado: 
 
“Teniendo en cuenta que la indefensión debe ser evaluada en cada caso, de acuerdo a las 
circunstancias de hecho que subyacen el mismo, la jurisprudencia ha establecido como 
subregla que el juez constitucional es el encargado de dar contenido a este concepto. A 
partir de ello esta Corporación ha definido líneas de jurisprudencia en donde se indican, a 
manera de ejemplo, los diferentes casos en donde es posible establecer la existencia de una 
dependencia de facto y, en consecuencia, ha determinado la procedencia de la tutela entre 
particulares. Sobre el tema, en la sentencia T-277 de 1999 se concretó lo siguiente: 
  
“3.4. El estado de indefensión, para efectos de la procedencia de la acción de tutela, debe 
ser analizado por el juez constitucional atendiendo las circunstancias propias del caso 
sometido a estudio. No existe definición ni circunstancia única que permita delimitar el 
contenido de este concepto, pues, como lo ha reconocido la jurisprudencia, éste puede 
consistir, entre otros en: i) la falta, ausencia o ineficacia de medios de defensa de carácter 
legal, material o físico, que le permitan al particular que instaura la acción, contrarrestar los 
ataques o agravios que, contra sus derechos constitucionales fundamentales, sean inferidos 
por el particular contra el cual se impetra la acción -sentencias T-573 de 1992; 190 de 1994 
y 498 de 1994, entre otras-. ii) la imposibilidad del particular de satisfacer una necesidad 
básica o vital, por la forma irracional, irrazonable y desproporcionada como otro particular 
activa o pasivamente ejerce una posición o un derecho del que es titular -sentencias T-605 
de 1992; T-036; T-379 de 1995; T-375 de 1996 y T-801 de 1998, entre otras- iii)la existencia 
de un vínculo afectivo, moral, social o contractual, que facilite la ejecución de 
acciones u omisiones que resulten lesivas de derechos fundamentales de una de las 
partes v.gr. la relación entre padres e hijos, entre cónyuges, entre coopropietarios, 
entre socios, etc. - sentencias 174 de 1994; T-529 de 1992; T-; T-233 de 1994, T-351 de 
1997. iv) El uso de medios o recursos que buscan, a través de la presión social que puede 
causar su utilización, el que un particular haga o deje de hacer algo en favor de otro. v.gr. la 
publicación de la condición de deudor de una persona por parte de su acreedor en un diario 
de amplia circulación -sentencia 411 de 1995- la utilización de personas con determinadas 
características -chepitos-, para efectuar el cobro de acreencias -sentencia 412 de 1992-; 
etc.” (negrilla fuera de texto original).”6 
   
Así las cosas, y tomando en consideración que la parte accionada UBER COLOMBIA S.A.S., 
guardó silencio a la presente acción de tutela, obliga a esta Juez de Tutela aplicar el principio 
de veracidad consagrado en el art. 20 del Decreto 2591 de 1991 que señala presumir como 
ciertos los hechos consagrados en el escrito tutelar. 
 

 
6 Corte Constitucional, Sentencia T-473 de 2008 



Al respecto la Corte Constitucional en reiterados pronunciamientos como la sentencia T- 
260-2019, ha señalado la aplicación de este principio cuando:   
 

“ (…) requiera informes al sujeto o a los sujetos demandados y estos omitan 
responder o lo hacen pero de manera extemporáneamente o meramente formal; 
(ii) tiene dos finalidades, sancionar la negligencia del sujeto pasivo demandado 
ante el descuido frente al ejercicio de la acción de tutela y el llamado del juez 
constitucional y proteger de manera eficiente los derechos comprometidos, en 
concordancia con la naturaleza subsidiaria y sumaria de la tutela; y (iii) la 
aplicación de la presunción de veracidad es más rigurosa cuando el 
demandante es un sujeto de especial protección constitucional o se encuentra 
en condición de vulnerabilidad teniendo en consideración que, en muchas 
oportunidades, se dificulta la carga probatoria para el actor y, en contraste, el 
sujeto accionado tiene facilidad de aportar el material correspondiente, en estas 
oportunidades la Sala Plena de esta Corporación ha señalado que resulta “de 
elemental justicia que sea la parte privilegiada y fuerte, por su fácil acceso a los 
materiales probatorios en cuestión, quien deba asumir dicha carga procesal”. 

 
De esta manera, en aplicación al principio de veracidad se tendrá como hecho cierto, la 
falta de respuesta al derecho de petición enviado por correo electrónico el día 24 de mayo 
de 2023; por lo que se considera procedente amparar el derecho fundamental de petición 
de la accionante  SANDRA DEL ROSARIO IRURITA BARONA y en consecuencia se 
ordenará a la entidad accionada UBER COLOMBIA S.A.S., que en el término de cuarenta 
y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente providencia proceda a 
responder de fondo la petición presentada el pasado 24 de mayo del año en curso. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Noveno Civil Municipal de Ejecución de Sentencias 
de Cali, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: TUTELAR EL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN elevado por la 
señora SANDRA DEL ROSARIO IRURITA BARONA en contra de UBER COLOMBIA 
S.A.S., por las razones expuestas en la parte motiva.  
 
SEGUNDO: ORDENAR a UBER COLOMBIA S.A.S., que en el término de cuarenta y ocho 
(48) horas siguientes a la notificación proceda a responder de fondo la petición presentada 
por la accionante SANDRA DEL ROSARIO IRURITA BARONA el 24 de mayo del año en 
curso, conforme lo expuesto en la presente providencia. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. No obstante, ante la 
eventual imposibilidad de enterar a las partes o a terceros interesados en las resultas de la 
presente acción constitucional, súrtase dicho trámite por AVISO el que deberá fijarse en la 
página web de los Juzgados Civiles Municipales de Ejecución de Sentencias de esta 
ciudad. 
 
CUARTO: De no ser impugnado el presente fallo, se dispone ENVIAR la presente acción 
de tutela a la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL para su eventual revisión, en 
cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 32 del decreto 2591 e1991. 
 
QUINTO: Una vez consultada en SIICOR la exclusión de la presente tutela, por secretaria 
archívese. 
 

 


